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EL EFECTO VINCULANTE DEL PRECEDENTE PARA LAS AUTORIDADES 

JUDICIALES EN LA LEY 1437 de 2011 

 

       Lady Alexandra Camacho Gómez 1 

 

RESUMEN: El presente artículo analiza el desarrollo histórico del sistema 

jurisprudencial en Colombia y el posicionamiento de la doctrina del precedente 

judicial dentro del sistema de fuentes de Derecho, a partir de los pronunciamientos 

de la Corte Constitucional sobre la fuerza vinculante de la jurisprudencia. El 

análisis está orientado a determinar si a la luz de la ley 1437 de 2011, el 

precedente tiene la misma fuerza vinculante tanto para las autoridades judiciales 

como para las administrativas, así como las consecuencias jurídicas de su 

desconocimiento. 

 

ABSTRACT: This article analyzes the historical development of jurisprudential 

system in Colombia and the positioning of the doctrine of judicial precedent within 

the system of sources of law from the rulings of the Constitutional Court on the 

binding force of the jurisprudence. The analysis is aimed at determining whether in 

the law 1437 of 2011, the precedent has the same binding force for both, the 

judicial authorities and the administrative as well as the legal consequences of their 

ignorance. 
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INTRODUCCIÓN 

 

 El acatamiento del precedente judicial no es un deber nuevo a cargo de las 

autoridades judiciales en Colombia,  pues la aplicación de tal institución en el 

sistema judicial ya tiene un amplio antecedente en procura de garantizar 

armónicamente la efectividad de ciertos derechos y principios constitucionales. 

Tan es así, que a partir de la Constitución de 1991, el Derecho Colombiano ha 

venido reconociendo la jurisprudencia como fuente formal del Derecho. En virtud 

de ello, la ley 1437 de 2011 “Por la cual se expide el Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, introduce como novedad la 

doctrina del precedente judicial, con objetivos muy claros, entre ellos propender 

que a los ciudadanos les sean resueltos sus asuntos en sede administrativa de la 

misma forma como se han decidido casos similares en la jurisdicción. En 

consecuencia, expresa y literalmente ha establecido en los artículos 10 y 102, que 

las autoridades administrativas tienen el deber de aplicar y extender el precedente 

ante casos análogos. 

Sin embargo, la mencionada normativa no señala literalmente la misma obligación 

respecto de las autoridades judiciales en el curso del proceso contencioso 

administrativo. Aun cuando se conoce el carácter vinculante del precedente para 

estas autoridades. Considerando ello, es preciso analizar cuál es el grado de 

vinculatoriedad del precedente para estas, a la luz del C.P.A.C.A., en contraste 

con la obligación estricta que quedó señalada para las administrativas.  

 

La doctrina del precedente judicial en Colombia, ha tenido un importante desarrollo 

jurisprudencial en cabeza de la Corte Constitucional principalmente, el cual incluye 

la reinterpretación del artículo 230 C.N., reconociéndose a la jurisprudencia al 

igual que la ley como fuente formal del Derecho y por ende, la obligación por parte 

de las autoridades judiciales de respetar el precedente. 

Hoy llama la atención, la introducción de la doctrina del precedente en una de las 

más importantes legislaciones y particularmente dirigida a las autoridades 

administrativas. Además de la creación de nuevos procedimientos y un nuevo 
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recurso ante el Consejo de Estado para garantizar por parte de ambas autoridades 

el acatamiento y extensión del precedente en casos análogos y con ello la 

efectividad de derechos y principios superiores de los ciudadanos.  Al consagrarse 

el nuevo recurso extraordinario de unificación de jurisprudencia, en los casos en 

que la sentencia impugnada contraríe o se oponga a una sentencia de unificación 

del Consejo de Estado, significaría implícitamente que las autoridades judiciales 

están sometidas también a la fuerza vinculante del precedente (las sentencias de 

unificación jurisprudencial del Consejo de Estado), así literalmente en la Ley 1437 

de 2011 no se encuentren señalados como sujetos obligados. Ahora bien, si 

dichas sentencias de unificación tienen el mismo grado vinculante que tienen 

frente a las autoridades administrativas, habría que entrar a delimitar las 

competencias y derechos que posee la autoridad judicial a diferencia de las 

administrativas, como su autonomía e independencia y actividad creadora de 

Derecho, pues a pesar que el precedente les es vinculante, ello no es de forma 

absoluta, ya que en virtud de dicha autonomía el funcionario judicial puede 

apartarse del precedente en ciertos eventos concretos, siempre y cuando cumpla 

con ciertas exigencias, entre ellos el deber de argumentar suficientemente su 

decisión, so pena de incurrir en una vía de hecho al infringir el derecho a la 

igualdad, además de desconocer el principio de legalidad, cuyas consecuencias y 

sanciones jurídicas pueden ser tanto disciplinarias como penales. 

Así las cosas, el resultado del presente análisis, reflejará: (a) Cómo se ha 

desarrollado históricamente el sistema jurisprudencial en Colombia; (b) El 

reconocimiento de la jurisprudencia como fuente formal del derecho; (c) Como ha 

llegado a ser vinculante el precedente judicial tanto para las autoridades judiciales 

como para las administrativas en la ley 1437 de 2011. (d) De igual forma, se 

determinara si la obligatoriedad de respetar el precedente en casos análogos, 

supone frente a la autoridad judicial una limitante a su autonomía judicial, y (e) Las 

acciones judiciales  que concurren en caso de desconocimiento del precedente. 
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ANTECEDENTES DE LA APLICACIÓN DEL PRECEDENTE JUDICIAL EN EL 

SISTEMA JURIDICO COLOMBIANO 

 

 Se conoce que el sistema jurídico colombiano por su tradición neo- 

romanista (sistema de libre jurisprudencia) y positivista, ha asumido que los jueces 

están atados a la ley, pero son independientes frente a las sentencias judiciales 

con las que se han fallado casos anteriores. Es decir, la Jurisprudencia solo era 

una fuente auxiliar del Derecho, que operaria solo para ilustrar en casos de 

silencio, oscuridad o ambigüedad  de la fuente primaria. Tal contexto, vino a ser 

confirmado en la Constitución Política de 1991 en su artículo 230, en donde 

ordena que: “los jueces, en sus providencias, sólo están vinculados al imperio de 

la ley ". Para introducirnos en el análisis de los antecedentes del precedente  

jurisprudencial en el sistema jurídico de nuestro país, es necesario remontarnos a 

finales del siglo XIX. 

 

Tal como narra Diego López Medina, en Colombia, el movimiento de la 

regeneración reaccionó contra la institución del sistema federalista establecido en 

la Constitución de 1863. Lo cual, se vio reflejado en la constitución de 1886, en 

donde se derogó el sistema federalista  de la constitución de Rionegro. Y se 

asumió en el país una estructura unitaria, lógicamente también en el Derecho. Es 

así como los regeneradores decidieron adoptar algunos códigos de la Unión o de 

Estados de la Unión que ya regían, como códigos nacionales. Y fue la Ley 57 de 

1887, la que incorporó toda esta legislación anterior y adoptó el Código Civil 

emanado por la Unión en 1873. 

Sin embargo, el Código Civil de la República había sido inspirado en el Código de 

Andrés Bello, de Chile, y ésta a su vez por el Código de Napoleón de 1804, por lo 

que a todas luces nuestro Código civil emanaba en parte de inspiración e 

ideología francesa, cuyo principio fundamental era la prohibición que los jueces, 

por medio de sus sentencias, "pudieran pronunciarse por vía de disposición 
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general y reglamentaria sobre las causas que se les sometiese"2. Prohibición que 

también fue consagrada en el artículo 17 del Código Civil Colombiano, así: "Las 

sentencias judiciales no tienen fuerza obligatoria sino respecto de las causas en 

que fueron pronunciadas. Es, por tanto, prohibido a los jueces proveer en los 

negocios de su competencia por vía de disposición general o reglamentaria”. Así 

las cosas, “la ley debe ser la única fuente del derecho que vincule al juez” (Bernal, 

2008, p.83) 

 

LA INSTITUCIÓN DE LA DOCTRINA LEGAL EN COLOMBIA 

 

 Desde la mitad del siglo XIX, en Francia se empezó a hablar de la 

ííjurisprudence constante" y en España de la "doctrina legal. Estos dos conceptos 

venían a contrariar el radical principio de legalidad que suponía que todos los 

casos debían ser resueltos bajo obediencia estricta a la ley. No obstante, en la 

práctica se vislumbró que no todos los casos podían resolverse con solo atención 

a la Ley. Así que, empezó a aceptarse  la Jurisprudencia con el fin de suplir 

criterios para casos que no estaban regulados explícitamente, y de esta manera 

se permitiría dar de cierto modo un valor normativo a la jurisprudencia.  

Estos dos conceptos, darían lugar a que, “la interpretación reiterada que hiciera la 

Corte de Casación sobre un mismo punto de derecho constituía autoridad 

persuasiva (en Francia) o incluso llegaba a obligar (en España) a los jueces 

inferiores” (López, 2006, p.10). Pero los jueces no tenían la obligación de decidir 

de la misma manera que en casos anteriores, pues la doctrina legal española no 

era igual que el Stare decisis, lo que buscaba la doctrina legal era obligar a los 

jueces inferiores a acatar el significado abstracto que la Corte de Casación había 

dado a una disposición legal de manera constante. Era, un respeto al sentido 

fijado para la norma en varias sentencias (Ib). 

De otra lado, en Francia, en valor de la Jurisprudencia venia en aumento, pues los 

operadores jurídicos podían usar las sentencias en labores prácticas de 

argumentación, y es que éste era el fundamento del concepto de “jurisprudence 

                                                           
2
 ART. 5. Código civil francés. 
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constante”, el cual llegó a ser tan importante a finales del siglo XIX que se decía 

que gran parte del Derecho francés era judicial.  

A su turno, como lo afirma el autor anteriormente citado, el concepto construido de 

“Doctrina legal” española,  ya tenía reconocimiento normativo explícito y no solo 

cultural y profesional como la noción “jurisprudence constante” francesa.  

Debido a tales acontecimientos europeos, el valor de la jurisprudencia en 

Colombia a finales del siglo XIX se desarrollaba influenciado por tales conceptos. 

Así entonces, una vez expedido el código civil de la República, se debía 

establecer además el aparato judicial que aplicará ese Derecho, por tanto se 

expidió la Ley 61 de1886, mediante la cual  se organizó de manera provisional el 

poder judicial de la república unitaria, en cuyo artículo 36 se establecía el recurso 

de casación cuyo fin esencial era “unificar la jurisprudencia”, pero es el artículo 37, 

el que encarna esta función, así: “Son causales de nulidad, para el efecto de 

interponer el recurso de casación, los hechos siguientes: 1.Ser la sentencia, en su 

parte dispositiva, violatoria de la ley sustantiva ó de doctrina legal, o fundarse en 

una interpretación errónea de la una ó de la otra”. 

 

Y el artículo 39, le complementa, definiendo Doctrina legal: “Es doctrina legal la 

interpretación que la Corte Suprema dé a unas mismas leyes en tres decisiones 

uniformes. También constituyen doctrina legal las declaraciones que haga la 

misma Corte, en tres decisiones uniformes, para llenar los vacíos que ocurran, es 

decir, en fuerza de la necesidad de que una cuestión dada no quede sin resolver 

por no existir leyes apropiadas al caso. La Corte, para interpretar las 

leyes, tendrá en cuenta lo dispuesto en los artículos de 27 a 32 del actual Código 

civil de la Nación”. Fue entonces, el concepto de Doctrina legal español el que 

tuvo cabida en la legislación Colombiana, ya no del derecho francés como el 

Código Civil (Ib, p.13-14). 

Como se ve, es la Ley 61 de 1886 la que le ordenaba a la Corte Suprema de 

Justicia casar los fallos que violaran o interpretaban erróneamente la doctrina 

legal, pues tales hechos eran causal para interponer el recurso de casación. Lo 

que conllevo a adquirir una disciplina judicial, la cual, fue complementada más 
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adelante al disponer en la Ley 153 de 1887, una regla de hermenéutica aplicable 

por todos los jueces en casos dudosos, en su artículo 10: “ En casos dudosos, los 

Jueces aplicarán la doctrina legal más probable. Tres decisiones uniformes dadas 

por la Corte Suprema, como Tribunal de Casación, sobre un mismo punto de 

derecho, constituyen doctrina legal más probable”.  

La Ley 61 y la Ley 153, entonces, establecían una doctrina de respeto vertical 

fuerte a la jurisprudencia de la Corte Suprema. Es así, como la Ley 153 añadió 

una nueva causal de casación, esta vez no por violación de la doctrina legal, sino 

por violación del auto-precedente de los Tribunales superiores (Ib, p. 19-20) 

 

Más adelante, el artículo 371 de la Ley 105 de 1890, reduciría a (dos) el número 

de sentencias uniformes requeridas para declarar la existencia de la "doctrina 

legal". Respecto a ello, Pérez (2007) sostiene que esta ley se expidió:” tal vez por 

el gran interés que había por minimizar el exagerado legalismo y por consolidar la 

jurisprudencia” (p.12). 

 De otra parte, debido a que el artículo 383, le otorgaba una obligación cuasi 

legislativa a la Corte de anunciar en cada sentencia, “a manera de regla general 

de Derecho”, la doctrina legal allí definida "en términos claros, precisos y 

generales". Conllevó a que la Corte pensara que la doctrina legal una vez 

pronunciada, sería inmodificable en sede judicial y requeriría de reforma legal. Lo 

que en su opinión hacía que el sistema  fuera excesivamente rígido de 

jurisprudencia vinculante. Además que como estaba redactado el artículo 

mencionado, la doctrina legal llegaba a ser más bien un artículo de ley inmutable, 

convirtiéndose la jurisprudencia en creadora de normas positivas. De igual 

manera, congelaba la jurisprudencia y solo podía ser reformada por la legislación 

subsiguiente, lo que impedía renovar paulatinamente la jurisprudencia con las 

necesarias variaciones dadas por el tiempo; y sin dejar a un lado, que obligaba a 

los jueces inferiores a buscar “la regla general” de la sentencia y no la ratio 

decidendi.  Lo cual fue criticado y anunciado por la misma Corte al Congreso. 

Pues esta Corporación buscaba una doctrina más flexible que le permitiera ir 
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avanzando (aún en medio de errores) hacia una verdadera tradición 

jurisprudencial (Ib, p.23) 

 

SURGIMIENTO DE LA DOCTRINA PROBABLE 

 

 Gracias a la exposición de la Corte respecto de la Doctrina legal, la ley 169 

de 1896, reformó el recurso de casación, en su artículo (segundo), al modificar la 

causal primera del recurso, consagrando que podía ser atacada la sentencia 

violatoria de ley sustantiva, ya sea efecto de una interpretación errónea de la 

misma ley, ya de indebida aplicación de ésta al caso del pleito. De lo cual se 

puede ver que el término de doctrina legal fue eliminado ya en éste artículo. 

Igualmente denota el alto valor que tenía la jurisprudencia, al indicar en la causal 

“la interpretación errónea” de la ley. Considerado tal valor de la jurisprudencia, el 

artículo 4 de dicha ley modificó el artículo 10 de la ley 153/1887, incluyendo y 

definiendo la noción de doctrina probable en Colombia, así: 

 “Tres decisiones uniformes dadas por la Corte Suprema, como tribunal de 

casación, sobre un mismo punto de derecho, constituyen doctrina probable, y los 

jueces podrán aplicarla en casos análogos, lo cual no obsta para que la Corte 

varíe la doctrina en caso de que juzgue erróneas las decisiones anteriores”. 

 De su redacción se puede observar que es producto de las críticas y 

manifestaciones hechas por la Corte frente a la doctrina legal, al incluir el párrafo: 

“lo cual no obsta para que la Corte varíe la doctrina en caso de que juzgue 

erróneas las decisiones anteriores”, aclarando expresamente que su doctrina es 

tan solo probable, lo cual claramente es más flexible, lo que no quiere decir que no 

esté obligada a respetar su jurisprudencia constante si no que la puede cambiar 

en caso de error. Y permitiendo pero sin obligar a que los jueces utilicen la 

doctrina probable (como fuente formal) en los fundamento de sus fallos. Por tanto, 

debe ser leída como una norma de permisión de uso de la jurisprudencia más no 

en que los jueces pueden apartarse de ésta o hacer discrecional su utilización (Ib, 

p.25) 
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“En este texto, la inflexión “podrán” evidencia el carácter no obligatorio de la 

jurisprudencia” (Bernal, 2008, p.84). En consecuencia, tal artículo 4, fue 

interpretado como un sistema de “libre de jurisprudencia”, en tanto que los jueces 

podían utilizarla o no y la Corte de casación podía variar su jurisprudencia. De esa 

manera, El Estado Colombiano acogió este sistema de libre jurisprudencia no 

vinculante, cercano a la ideología del Derecho francés, y a diferencia de la 

regeneración que buscaba un sistema jurisprudencial más estricto como la 

doctrina legal.  

 

Con fundamento en el artículo 4 de la ley 169 de 1896,  éste fue el sistema 

existente frente al valor de la jurisprudencia, hasta 1991, año en el que vino a ser 

modificado. 

 

EL VALOR DE LA JURISPRUDENCIA COMO FUENTE FORMAL DE DERECHO 

A PARTIR DE LA CONSTITUCIÓN DE 1991 

 

 Con el nacimiento de la Corte Constitucional en la Constitución Política de 

1991, se impulsó el valor del precedente jurisprudencial en Colombia, no obstante, 

la misma constitución nacional en su artículo 230, había considerado la 

jurisprudencia como mera “fuente auxiliar” mas no vinculante. 

 

Artículo 230. “Los jueces, en sus providencias, sólo están sometidos al imperio de 

la ley. La equidad, la jurisprudencia, los principios generales del derecho y la 

doctrina son criterios auxiliares de la actividad judicial”. 

 

Tal redacción, según la percepción de Estrada (2003) es: “fiel a la voluntad del 

constituyente, esta interpretación sostiene que la constitución definió a la ley como 

la única fuente del derecho que vincula al juez, para proteger la independencia 

judicial” (p. 50). 
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En un primer momento, la Corte constitucional fue conservadora y mantenía el 

carácter auxiliar de la jurisprudencia, y que el concepto “imperio de la ley”  debía 

interpretarse en sentido formal, esto es a la ley expedida por la rama legislativa. 

Sin embargo, un grupo de magistrados de la Corte Constitucional, insistía y 

sugería en la importancia de tener un verdadero sistema fuerte de jurisprudencia y 

no solo libre o facultativo, como había sido establecido por la doctrina probable.  

Así también lo narra Bernal (2008) al anotar: 

 A pesar de esta formulación tradicional, en los años posteriores a la 

 expedición de la Constitución de 1991, en las altas cortes y en la doctrina 

 se trabó una discusión en torno al problema de si las sentencias judiciales, 

 y sobre todo las de la Corte Constitucional, debían tener el carácter de 

 precedente. Desde entonces, en esta discusión ha sido posible identificar 

 una tesis escéptica y otra optimista. (p.85) 

 

A partir de la expedición del Decreto 2067 de 1991, sus artículos 21 y 23 

consideraban un sistema fuerte de precedente vinculante en materia 

constitucional. Y desde allí se pretendía aumentar el valor normativo de la 

jurisprudencia constitucional. 

 

“Artículo 23. La doctrina constitucional enunciada en las sentencias de la Corte 

Constitucional, mientras no sea modificada por ésta, será criterio 

auxiliar obligatorio para las autoridades y corrige la jurisprudencia. Las 

modificaciones a la doctrina existente, deberán ser explícitas en la sentencia”. 

 

Sin embargo,  apartes del artículo 21 y la palabra obligatorio del artículo 23, fueron 

declarados inexequibles posteriormente por la sentencia C-131/93. Pues respecto 

de éste último, había una contradicción: ¿Cómo podía ser la jurisprudencia criterio 

auxiliar y a su vez obligatorio? A todas luces, tal criterio no quedó claro en la 

redacción de la norma, pero lo que si resultaba evidente era que con el concepto: 

“Obligatorio”, se quería otorgar un mayor valor a las sentencias de la Corte 
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incluidas las sentencias de tutela y no solo las de constitucionalidad, dentro del 

sistema de fuentes. 

 

A contrario sensu,  en el mismo año, el Gobierno Nacional expide el Decreto 2591 

de 1991, el cual reglamenta la acción de tutela, en donde reduce el valor de los 

fallos de tutela a efectos inter partes, rechazando así, el valor del precedente y 

confirmando el papel auxiliar de la jurisprudencia constitucional. No obstante y 

ante tal momento, la (Corte Constitucional, T-406/1992) insiste en el valor 

vinculante de su jurisprudencia, al señalar: “Es innegable el valor pedagógico e 

incluso "normativo- general" de la jurisprudencia de tutela que crea la Corte 

Constitucional” (p.26). Sin embargo, aún no se confirmaba la vinculatoriedad de 

las decisiones de la Corte.  

 

La consolidación del precedente constitucional, se da a partir de múltiples 

sentencias  relevantes de la Corte Constitucional, en las cuales acoge un sistema 

fuerte de precedente jurisprudencial, dejando a un lado el sistema de doctrina 

probable de la Ley 169 de 1896. Tal consolidación se realiza basado en derechos 

y principios constitucionales como el derecho a la igualdad, la seguridad jurídica, 

el principio de buena fe y confianza legítima, además de la autoridad entregada a 

las Altas Cortes como unificadoras de la jurisprudencia nacional.  

 

Como podremos observar más adelante en un recuento jurisprudencial, a partir de 

1995, la Corte deja a un lado el concepto tradicionalista de “papel auxiliar de la 

jurisprudencia” e impone radicalmente el valor normativo de la doctrina 

constitucional y con ello la obligatoriedad del precedente, basado precisamente en 

el concepto de doctrina constitucional y en el principio constitucional de igualdad. 
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RECUENTO JURISPRUDENCIAL. Del posicionamiento de la Jurisprudencia como 

fuente formal y vinculante para las autoridades. 

 

Sentencia C-083/1995 

Con este pronunciamiento, se permitió la supervivencia de la tesis del valor 

ampliado de la jurisprudencia de tutela. La Corte se pregunta si bajo la 

constitución de 1991, la doctrina constitucional y la jurisprudencia tienen fuerza 

obligatoria. Así pues, la Corte Constitucional conforme lo preceptuado en los 

artículos 4º y 8º de la ley 153 de 1887, distingue los conceptos de la doctrina 

constitucional integradora (fuente de integración de las lagunas del derecho- es 

norma a falta de ley), la doctrina constitucional interpretativa (para ilustrar casos 

dudosos) y la jurisprudencia. 

 

Respecto de la jurisprudencia se refiere como “criterio auxiliar de la actividad 

judicial” pero ya de un modo más ampliado según el constituyente de 1991, toda 

vez que ya no solo era la Corte Suprema de justicia la que emitía jurisprudencia 

como literalmente lo indicaba el art. 4 de la ley 169 de 1896, sino que también 

para esa época lo hacia la Corte Constitucional y el Consejo de Estado. Las 

cuales no eran vinculantes sino optativas o fuente auxiliar de la actividad judicial, 

según lo señalado en el artículo 4 de la Ley 169 de 1896, particularmente al 

establecer el vocablo  “podrán”. 

La Corte, señala que la doctrina constitucional integradora es fuente de derecho 

obligatoria para todas las autoridades y los particulares. Y la doctrina 

constitucional interpretativa y la jurisprudencia son mera fuente auxiliar en la 

actividad judicial, según el artículo 230 C.P., la cual entendida según López (2013)  

“haría suponer que esta mantendría un bajo perfil dentro de las fuentes del 

Derecho. La “auxiliaridad” denota una cierta dependencia de los textos legales 

positivos, ya que, bajo esta concepción, las sentencias judiciales tan solo aclaran 

o complementan, en los pocos casos en que ello es necesario, las insuficiencias 

del generalmente certero y preciso Derecho legislado”. Bajo este entendido, dado 

el carácter auxiliar de la jurisprudencia, ante un caso particular análogo, un juez no 
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estaría obligado a aplicar o seguir una decisión similar dictada anteriormente por 

éste, por un superior jerárquico o por las altas cortes. 

 

Igualmente conforme a la sentencia cuando se trataba de Doctrina constitucional 

integradora, su fuerza obligatoria no derivaba de la decisión judicial en sí, sino por 

ser una aplicación directa de la constitución. Por lo que se tiene que la doctrina 

constitucional es la constitución misma, la cual tiene que ser aplicada conforme a 

su intérprete: La Corte Constitucional. Sin embargo, el Magistrado Eduardo 

Cifuentes Muñoz, en aclaración de voto3, realiza el siguiente comentario con el fin 

de una correcta interpretación del fallo:  

 

 Estimo necesario, no obstante, advertir sobre la correcta interpretación del 

 siguiente aparte del fallo: "Parece razonable, entonces, que al señalar a las 

 normas constitucionales como fundamento de los fallos, a falta de ley, se 

 agregue una cualificación adicional, consistente en que el sentido de dichas 

 normas, su alcance y pertinencia, hayan sido fijados por quien haga las 

 veces de intérprete autorizado de la Constitución. Que, de ese modo, la 

 aplicación de las normas superiores esté tamizada por la elaboración 

 doctrinaria que de ellas haya hecho su intérprete supremo". 

 Una lectura descontextualizada y parcial del aparte transcrito podría llevar a 

 la conclusión equivocada de que sólo a falta de ley, el aplicador del derecho 

 estaría obligado a acudir a las normas constitucionales y a la elaboración 

 doctrinaria de la Corte para resolver el caso controvertido. Esta 

 interpretación no es admisible, porque desconoce el valor normativo de la 

 Constitución. En efecto, en ocasiones - piénsese en los derechos de 

 aplicación inmediata (CP art. 85) - la Constitución opera de manera principal 

 y no subsidiaria. Su observancia es, por principio, independiente de la 

 existencia o ausencia de ley. La Constitución debe, en todo momento, con 

                                                           
3
 Aclaración de Voto: “Cuando se trata de aclaración de voto, el Magistrado disidente sólo discrepa de las 

motivaciones del fallo: comparte el dispositivo pero no acoge las motivaciones total o parcialmente; en este 
caso, el Magistrado disidente no está en la obligación de construir una decisión alternativa sino una 
motivación divergente”. (Villamil, 2004, p. 172) 
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 ley o sin ella, inspirar la actividad judicial. Incluso, si existe ley que regule 

 específicamente la materia, ella debe interpretarse de conformidad con la 

 Constitución y en el sentido más favorable a su realización concreta.  

 El sentido del término "doctrina constitucional" fijado por la Corte,  en su 

 doble acepción como referido a "norma constitucional" y a "cualificación 

 adicional" efectuada por el intérprete autorizado y supremo de la misma,  

 enfatiza su valor de fuente de derecho, bien porque la norma constitucional 

 es "ley", esto es, tiene carácter normativo (…), o porque las 

 sentencias que hacen tránsito a cosa juzgada constitucional vinculan a 

 todas las autoridades (…). (Corte Constitucional, C-083/1995, p.24) 

 (Cursiva fuera de texto). 

 

Así las cosas, la doctrina constitucional viene a ser obligatoria independientemente 

si existe o no ley aplicable al caso concreto, pues en el evento de existir ley, ésta 

debe interpretarse de conformidad con la constitución, y esta interpretación es 

dada por la Corte Constitucional. Por lo que ya no sería necesaria la diferenciación 

entre doctrina constitucional integradora  e interpretativa, ya que en los dos casos, 

las decisiones de la corte ostentan fuerza normativa y  valor de fuente de derecho. 

 

Sentencia T-123/1995. 

En este fallo el magistrado Eduardo Cifuentes ratifica su aclaración de voto en la 

sentencia C-083 de 1995, en cuanto a que las sentencias de la Corte 

Constitucional son parte de la Constitución sin distinción alguna, y que la doctrina 

constitucional tiene el carácter de obligatoria. Además procura aumentar el valor 

de la jurisprudencia de los altos tribunales, la cual según analizamos en la 

sentencia anterior, se consideraba como fuente o criterio auxiliar de la actividad 

judicial. Así fue el pronunciamiento: 

 

 Si bien sólo la doctrina constitucional de la Corte Constitucional tiene el 

 carácter de fuente obligatoria ((…) sentencia C-.083 de 1995,(…)), es 

 importante considerar que a través de la jurisprudencia - criterio auxiliar de 
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 la actividad judicial - de los altos órganos jurisdiccionales, por la vía de la 

 unificación doctrinal, se realiza el principio de igualdad. Luego, sin perjuicio 

 de que esta jurisprudencia conserve su atributo de criterio auxiliar, es 

 razonable exigir, en aras del principio de igualdad en la aplicación de la ley, 

 que los jueces y funcionarios que consideren autónomamente que deben 

 apartarse de la línea jurisprudencial trazada por las altas cortes, que lo 

 hagan, pero siempre que justifiquen de manera suficiente y adecuada su 

 decisión, pues, de lo contrario, estarían infringiendo el principio de igualdad 

 (CP art. 13). A través de los recursos que se contemplan en cada 

 jurisdicción, normalmente puede ventilarse este evento de infracción a la 

 Constitución” (Corte Constitucional, T-123/1995, p.11) (Cursiva fuera de 

 texto). 

 

Como se ve, la Corte propone la disciplina judicial, en donde las autoridades 

judiciales deben atender en sus fallos además de la constitución y la Ley, la 

jurisprudencia. Y en caso de que autónomamente consideren que se deben 

apartar de la línea jurisprudencial deben justificarlo, pues si una sentencia judicial 

se aparta del criterio adoptado por el propio juez o por las altas cortes, un juez de 

tutela podrá revocar dicha sentencia por vía de hecho al ser violatoria del principio 

de igualdad4. 

 

 

 

                                                           
4
 Mediante la sentencia SU 1219/01. Se modificó este mecanismo, cerrando la posibilidad de interponer 

tutela contra tutela, indicando: “El mecanismo constitucional diseñado para controlar las sentencias de 
tutela de los jueces constitucionales que conocen y deciden sobre las acciones de tutela, por decisión del 
propio Constituyente, es el de la revisión por parte de la Corte Constitucional. Esta regulación, no sólo busca 
unificar la interpretación constitucional en materia de derechos fundamentales sino erigir a la Corte 
Constitucional como máximo tribunal de derechos constitucionales y como órgano de cierre de las 
controversias sobre el alcance de los mismos. Además, excluye la posibilidad de impugnar las sentencias de 
tutela mediante una nueva acción de tutela – bajo la modalidad de presuntas vías de hecho - porque la 
Constitución definió directamente las etapas básicas del procedimiento de tutela y previó que los errores de 
los jueces de instancia, o inclusive sus interpretaciones de los derechos constitucionales, siempre pudieran ser 
conocidos y corregidos por un órgano creado por él – la Corte Constitucional – y por un medio establecido 
también por él – la revisión” (Cursiva fuera de texto). 
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Sentencia T-260/1995. 

Confirmando los anteriores pronunciamientos, en ésta sentencia el magistrado 

Gregorio Hernández Galindo, enfatiza el fuerte valor de las sentencias de la Corte 

constitucional, y de otra parte, que la autonomía funcional del juez no se confunde 

con la arbitrariedad del fallador para aplicar los preceptos constitucionales. Es así, 

como ha precisado la Corte:  

 

 Si bien la jurisprudencia no es obligatoria (…), las pautas doctrinales 

 trazadas por esta Corte, que tiene a su cargo la guarda de la integridad y 

 supremacía de la Carta Política, indican a todos los jueces el sentido y los 

 alcances de la normatividad fundamental y a ellas deben atenerse. Cuando 

 la ignoran o contrarían no se apartan simplemente de una jurisprudencia -

 como podría ser la penal, la civil o la contenciosa administrativa- sino que 

 violan la Constitución, en cuanto la aplican de manera contraria a aquélla en 

 que ha sido entendida por el juez de constitucionalidad a través de la 

 doctrina constitucional que le corresponde fijar.  (Corte Constitucional, T-

 260/1995, p.7) (Cursiva fuera de texto). 

 

Con ello, la Corte enfatizó nuevamente que la Doctrina Constitucional no era 

simplemente “jurisprudencia” como la distinción realizada en la sentencia C-

083/95, sino que afirmó su gran peso y que se trataba de la constitución misma. 

Con estos pronunciamientos de la Corte, la doctrina del precedente se robustecía 

y mediante la definición de doctrina constitucional se insistió en el valor ampliado 

de los fallos de tutela. 

No obstante, la Ley Estatutaria de Administración de Justicia (Ley 270/1996), 

dispuso en su artículo 48, que solo las sentencias en el ejercicio de control de 

constitucionalidad proferidas por la Corte, serian de obligatorio cumplimiento y con 

efecto erga omnes en su parte resolutiva. Así mismo, que las sentencias de tutela 

solo tenían carácter obligatorio para las partes,  y que en los dos casos la parte 

motiva solo constituiría criterio auxiliar para la actividad judicial. 
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Ante ello, la Corte en Sentencia C-037/1996, la cual revisó y decidió la 

exequibilidad de la actual ley estatutaria, declaró inexequible unos apartes del 

numeral 1o. del artículo mencionado, recalcando que en las sentencias de control 

constitucionalidad ya sea por vía de acción, de revisión previa o con motivo del 

ejercicio del control automático de constitucionalidad, son de obligatorio 

cumplimiento tanto su parte resolutiva como los conceptos consignados en la 

parte motiva que guarden una relación estrecha, directa e inescindible con la parte 

resolutiva (ratio decidendi). Es decir, que el resto de motivación que sea  auxiliar o 

indicativa (obiter dictum) constituye criterio auxiliar para la actividad judicial. 

 

Y respecto del efecto “interpartes” de las sentencias de tutela indicado en el 

referido artículo 48, numeral (segundo) de la Ley Estatutaria, la Corte en pleno 

condiciona la interpretación de éste, bajo las pautas previstas en dicha sentencia, 

así:   

 

 Por lo demás, cabe puntualizar que las sentencias judiciales a través de las 

 cuales se deciden acciones de tutela, sólo tienen efectos en relación con las 

 partes que intervienen en el proceso (…). Sin embargo, la doctrina 

 constitucional que define el contenido y alcance de los derechos 

 constitucionales, sentada por la Corte Constitucional, con ocasión de 

 la revisión de los fallos de tutela, trasciende las situaciones concretas 

 que le sirven de base y se convierte en pauta que unifica y orienta la 

 interpretación de la Constitución. El principio de independencia judicial, 

 tiene que armonizarse con el principio de igualdad en la aplicación del 

 derecho, pues, de lo contrario, se corre el riesgo de incurrir en arbitrariedad. 

 La jurisprudencia de los altos órganos jurisdiccionales, por medio de la 

 unificación doctrinal, persigue la realización del principio de igualdad. Por 

 consiguiente, sin perjuicio de lo observado respecto de la doctrina 

 constitucional, la exequibilidad del segundo numeral del artículo 48, 

 materia de examen, se declarará bajo el entendido de que las 

 sentencias de revisión de la Corte Constitucional, en las que se 
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 precise el contenido y alcance de los derechos constitucionales, 

 sirven como criterio auxiliar de la actividad de los jueces, pero si éstos 

 deciden apartarse de la línea jurisprudencial trazada en ellas, deberán 

 justificar de manera suficiente y adecuada el motivo que les lleva a 

 hacerlo, so pena de infringir el principio de igualdad. (Corte 

 Constitucional, C-037-96, p. 152)  (Cursiva y negrilla fuera de texto). 

 

De esta manera, la Corte continuo su labor e insistió en que sus sentencias de 

tutela tenían una proyección doctrinal vinculante, en cuanto se trata de interpretar 

la Constitución misma, lo cual debe tener un efecto multiplicador aplicable a los 

casos similares o análogos, por cuanto de lo contrario se desvirtuaría su 

verdadera esencia y se convertiría tan solo en otra instancia de una jurisdicción. 

(Corte Constitucional, T- 068 de 2000) 

 

Y es así como, posteriormente en sentencias T-254 y 292 de 2006, la corporación 

avanza e impone el valor vinculante de la ratio decidendi de los fallos de tutela. 

Dicho entonces por la Corte, que la doctrina constitucional sirve de base y se 

convierte en pauta que unifica y orienta la interpretación de la Constitución e 

igualmente que la ratio decidendi de las sentencias de la Corte Constitucional, en 

la medida en que se proyecta más allá del caso concreto, tiene fuerza y valor de 

precedente para todos los jueces en sus decisiones, por lo que puede ser 

considerada una fuente de derecho que integra la norma constitucional.  Respecto 

de ello, Vargas (2012) afirma: 

 La Corte Constitucional sostiene una nueva tesis. Ya no que las sentencias 

 a través de las cuales se deciden acciones de tutela sólo tienen efectos con 

 relación a las partes que intervienen en el proceso sino que la ratio 

 decidendi en ellas contenida también vinculan a los jueces ordinarios en sus 

 providencias. (p.319) 

 



EL EFECTO VINCULANTE DEL PRECEDENTE PARA LAS AUTORIDADES JUDICIALES EN 
LA LEY 1437 DE 2011 

20 

 

Bogotá D.C., Colombia, mayo 2015 | 
 

Como se puede apreciar, gracias a la interpretación sistemática de los principios 

constitucionales de igualdad, seguridad jurídica, confianza legítima, se consolida la 

doctrina constitucional como precedente vinculante en casos análogos.  

 El fundamento básico de la eficacia vinculante de los precedentes 

 constitucionales lo encuentra la Corte en el principio de supremacía 

 constitucional que da sustento y sentido a todo el andamiaje jurídico. La 

 prevalencia de esta supremacía ofrece, según la corte, una mayor 

 seguridad jurídica al sistema. Si los pronunciamientos del Tribunal 

 Constitucional al interpretar el sentido y alcance de la Constitución no 

 fueran obligatorios para todos (autoridades y particulares) lo que quedaría 

 en tela de juicio sería la integridad de la Constitución. (Lancheros, 2012, 

 p.168-169)   

 

De otra parte, no hay que olvidar que en el año 2001, la Sentencia C-836 de 2001, 

configura uno de los pronunciamientos más importantes en relación con el 

carácter vinculante de la jurisprudencia de la jurisdicción ordinaria, la 

consolidación del sistema del precedente y la reinterpretación de la doctrina 

probable. En consecuencia es necesario entrar a analizarla. 

 

Sentencia C-836 de 2001. Reinterpretación del Art. 4. Ley 169 de 1896: 

Doctrina Probable.  

 

Ante el posicionamiento de la teoría del precedente, con el carácter vinculante de 

la doctrina constitucional, surgiría entonces el interrogante de: ¿Cuál sería el papel 

de la doctrina probable en la jurisdicción ordinaria? 

 

En respuesta a ello, la Corte en sentencia C-836 de 2001, declara exequible de 

manera condicionada el art. 4 de la ley 169 de 1896, “siempre y cuando se 

entienda que la Corte Suprema de Justicia, como juez de casación, y los demás 

jueces que conforman la jurisdicción ordinaria, al apartarse de la doctrina probable 

dictada por aquella, están obligados a exponer clara y razonadamente los 
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fundamentos jurídicos que justifican su decisión, en los términos de la sentencia 

en mención” 

 

Evidentemente lo reinterpreta para ajustar la doctrina probable (en el cual la 

jurisprudencia era meramente auxiliar, facultativa) a la nueva teoría del 

precedente. La Corte busca que la teoría del precedente sea un régimen único en 

el tratamiento de la jurisprudencia, aplicable tanto a la jurisdicción constitucional 

como a la jurisdicción común, y que no existiera una dispersión de regímenes. 

Señala López (2006): 

 Según esta tesis de la Corte, toda jurisprudencia de Alta Corte adquiría 

 valor de precedente horizontal y vertical en virtud del principio de igualdad 

 establecido en la Constitución. (…) para ello trata de mostrar que el artículo 

 4 de la Ley 169 de 1896 es norma aplicable tanto a la Corte Suprema de 

 Justicia como a las Cortes de cierre que no existían en ese momento 

 histórico (Corte Constitucional y Consejo de Estado) y que, adicionalmente 

 esta norma puede ser razonablemente interpretada desde la constitución de 

 1991. (p.76-79) (cursiva fuera de texto) 

 

Según la Corte, dicho artículo interpretado bajo la luz de la Constitución de 1991 

(Derecho de igualdad, principio de buena fe, confianza legítima) permite una 

lectura acorde con la nueva doctrina fuerte del precedente, en donde aún 

conforme el artículo 4º, subsiste la obligación de acatar el precedente horizontal y 

vertical de la jurisdicción común, dejando de ser este acatamiento libre o 

facultativo. 

 

Bajo esta nueva reinterpretación de la doctrina probable, se concluye que en 

adelante, el artículo 4° de la Ley 169 de 1896, modificatorio del artículo 10° de la 

Ley 153 de 1887, habrá de entenderse de la siguiente manera: “tres decisiones 

uniformes dadas por la Corte Suprema de Justicia sobre un mismo punto de 

derecho constituye doctrina probable y los jueces deberán aplicarla, lo cual no 
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obsta para que la Corte varíe su doctrina en caso de que juzgue erróneas sus 

decisiones anteriores” (Contreras, 2011, p.16) 

 

Sin embargo, en este punto hay que resaltar en cuanto a dicha reiteración, que no 

sucede lo mismo con la jurisprudencia constitucional, toda vez que esta se 

considera precedente judicial de forma inmediata  sin requerir de la reiteración que 

menciona el artículo 4 de la ley169 de 1896 (Sistema de doctrina probable). 

 

De la misma forma, Bernal (2008) lo ha sintetizado: 

 En el derecho colombiano (…) Si se trata de jurisprudencia constitucional, 

 se necesita una sola sentencia de la Corte Constitucional para que exista 

 precedente. Esto quiere decir que, como ella misma ha sostenido, toda 

 sentencia de la Alta Corte constituye precedente. En cambio, la respuesta 

 es distinta cuando se trata de la jurisprudencia ordinaria. Tanto el artículo 

 4.º de la Ley 169 de 1896 como la Sentencia C-836 de 2001 determinan 

 que no una sino tres sentencias uniformes de la Corte Suprema de Justicia 

 o del Consejo de Estado sobre un mismo punto de derecho, constituyen 

 “doctrina legal probable” y conforman un precedente. (p.90) 

 

Continuando con el análisis de la sentencia C-836 de 2001, esta determina cómo 

resultan vinculantes las decisiones judiciales de las Altas Cortes, manifestando 

que es la ratio decidendi o fundamentos jurídicos suficientes, que son 

inescindibles de la decisión sobre un determinado punto de derecho, los que 

obligan o tienen fuerza vinculante para la autoridad judicial; Mientras que el Obiter 

dicta o afirmaciones dichas de paso que no se relacionan de manera directa y 

necesaria con la decisión, constituyen criterios auxiliares de la actividad judicial en 

los términos del inciso 2º del artículo 230 de la Constitución . 

 

De otra parte, La Corte reinterpreta el concepto de “probable” como un 

determinado nivel de certeza respecto de la doctrina, pero que no implica que el 

operador judicial pueda desconocer las interpretaciones del ordenamiento jurídico 
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trazadas por la Corte Suprema de Justicia. Igualmente que el concepto de “error” 

no constituye una facultad del juez para desechar la doctrina de la Corte Suprema 

de Justicia sin un fundamento explicito suficiente.  

 

Se determinó que en Colombia existe un sistema relativo pero vinculante de 

jurisprudencia, en donde la posibilidad del juez de separarse del precedente es 

limitada y no absoluta, como se había concebido la doctrina probable, el cual era 

un sistema de libre jurisprudencia. Sin embargo, tampoco se trata de un sistema 

absoluto, en donde todo caso análogo debe ser decidido de manera idéntica, lo 

que conllevaría a un régimen rígido de jurisprudencia.  

 

En este sistema relativo de jurisprudencia, los jueces tienen el deber de respetar el 

precedente, el cual no es definitivo, pues con fundamento al principio de 

autonomía judicial que éstos ostentan, pueden separarse de la línea 

jurisprudencial fijada, siempre y cuando expongan los motivos suficientes y 

razonables para ello. Tal exigencia será desarrollada más adelante con mayor 

precisión. 

 

La corte también se refiere respecto del alcance al artículo 230 C.N, señalando 

que se acoge una interpretación sistemática de la Constitución para mostrar que 

una interpretación literal y aislada de este artículo es inapropiada. Por tanto, 

interpreta el concepto “imperio de la ley”, de la siguiente manera: 

 

“La sujeción de la actividad judicial al imperio de la ley, como se dijo 

anteriormente, no puede reducirse a la observación minuciosa y literal de un texto 

legal específico, sino que se refiere al ordenamiento jurídico como conjunto 

integrado y armónico de normas, estructurado para la realización de los valores y 

objetivos consagrados en la Constitución.”  (Cursiva fuera de texto) 

 

Pues, enfatiza que el derecho de igualdad, es indispensable para el entendimiento 

del concepto “los jueces solo están sometidos al imperio de la Ley”, pues es en 
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virtud de éste Derecho que en la actividad judicial, la igualdad de trato que las 

autoridades deben otorgar a las personas supone además una igualdad en la 

interpretación en la aplicación de la ley. 

 

OTRAS SENTENCIAS ACERCA DE LA INTERPRETACION DEL ARTICULO 

230 C.N.: “Imperio de la Ley”. 

 

Anterior a la sentencia C-836/2001, la Corte en otro de sus importantes fallos (SU-

478/1997) respecto de la interpretación del concepto “imperio de la ley”, ya había 

expuesto: 

 

 Si el juez se enfrenta a una norma que le otorga discrecionalidad debe 

 decidir de acuerdo al ordenamiento jurídico en su conjunto, pues lo 

 contrario equivaldría a desconocer el artículo 230 C.N. cuando dice los 

 jueces, en sus providencias, sólo están sometidos al imperio de la ley, ley 

 que en este caso debe ser entendida como el ordenamiento jurídico en su 

 totalidad lo que incluye las normas constitucionales (arts. 2º y 4º C.P.). 

 (p.19)  (Cursiva fuera de texto). 

 

Siguiendo la misma línea, La Corte Constitucional (C-539 de 2011) confirma lo 

resaltado por la Corte en Sentencia C-836/2001, manifestando que: 

 

 Una interpretación adecuada del imperio de la ley a que se refiere el artículo 

 230 constitucional, significa para la jurisprudencia constitucional que la 

 sujeción de la actividad judicial al imperio de la ley, no puede entenderse en 

 términos reducidos como referida a la aplicación de la legislación en sentido 

 formal, sino que debe entenderse referida a la aplicación del conjunto de 

 normas constitucionales y legales, valores y objetivos, incluida la 

 interpretación jurisprudencial de los máximos órganos judiciales, la cual 

 conforma la totalidad del ordenamiento jurídico. (p.29) (Cursiva fuera de 

 texto). 
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Como se puede observar para la Corte “imperio de la ley” no era un concepto 

limitado a la ley formal ni se reducía a la observación minuciosa y literal de un 

texto legal, el alto tribunal constitucional vino a modificar su interpretación, dándole 

un alcance más amplio y adecuado, en donde en tal concepto incluye la 

jurisprudencia. Entendiéndose así, la ley en sentido material (todo el ordenamiento 

jurídico). Confirmando de esta manera lo expuesto en la sentencia C-836/2001. 

 

Vistos y analizados los anteriores pronunciamientos podemos concluir que a partir 

de la Constitución de 1991, la Corte Constitucional fue el actor más importante en 

la modificación del sistema de fuentes del Derecho Colombiano establecido en el 

artículo 230 C.N, al desarrollar la teoría del precedente en múltiples sentencias 

relevantes, basándose en (i) el concepto de doctrina constitucional; (ii) en la 

interpretación armónica de los derechos y principios constitucionales tales como la 

igualdad, la buena fe, la confianza legítima, la seguridad jurídica y, (iii) en la 

interpretación del artículo 230 C.N., que incluyó la jurisprudencia dentro del 

concepto de “imperio de la ley”. Dejando de ser ésta meramente auxiliar para 

convertirse en vinculante, consolidándose así, el precedente judicial vinculante en 

la actividad de los jueces. Por su parte Bernal (2008) indica: 

 Las reglas que determinan la vinculación y la aplicación del precedente 

 judicial en Colombia han sido sobre todo una creación jurisprudencial. Ellas 

 se refieren en lo esencial a tres grandes aspectos: la interpretación del 

 artículo 230 de la Constitución, la identificación de los precedentes y la 

 posibilidad de inaplicar y modificar los precedentes. (p.87) 

 

La Obligatoriedad de las Sentencias de Unificación de la Corte 

Constitucional y Consejo de Estado en la Ley 1437 de 2011 (Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo). 

 

 Uno de los propósitos de esta nueva legislación es garantizar el Derecho de 

igualdad a quienes acuden a la administración pública y al proceso contencioso 
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administrativo, brindando al ciudadano la seguridad jurídica en cuanto a que su 

caso será resuelto como se ha decidido casos similares. De hecho, así fue 

plasmado en el artículo 3 del C.P.A.CA, el cual recoge los principios de la 

actuación y procedimiento administrativo, al disponer en su numeral 2. El principio 

de igualdad. 

De este modo, en aras de amparar la efectividad de éste Derecho superior, la ley 

1437, introduce la doctrina del precedente jurisprudencial, con objetivos muy 

claros, uno de ellos garantizar que los ciudadanos les sean resueltos sus asuntos 

en sede administrativa de la forma como ya lo ha resuelto la jurisdicción, evitando 

con ello que acudan nuevamente ante el juez en busca de una decisión ya 

resuelta por él. En este sentido Hernández anota que ésta: 

 Contribuirá a garantizar de mejor manera el derecho colectivo a la 

 seguridad jurídica, la certidumbre en el derecho de cada quien y la 

 predecibilidad de los fallos judiciales. Su aplicación en sede administrativa 

 redundará, por tanto, en mejor servicio, en eficaz garantía de los derechos 

 de todas las personas, en disminución de la litigiosidad originada en actos 

 ilegales y, por tanto, en menor congestión de la justicia” (Hernández, 2011, 

 p. 243). 

 

Así pues, el artículo 10 en concordancia con el artículo 102, 269 de la referida Ley, 

trae como novedad el sometimiento al precedente judicial en el procedimiento 

administrativo, talvez como consecuencia de la evolución o transformación que ha 

tenido el sistema de fuentes del Derecho y con miras a fortalecer la doctrina del 

precedente judicial en nuestro país.  

 

“Artículo  10. Deber de aplicación uniforme de las normas y la jurisprudencia. Al 

resolver los asuntos de su competencia, las autoridades aplicarán las 

disposiciones constitucionales, legales y reglamentarias de manera uniforme a 

situaciones que tengan los mismos supuestos fácticos y jurídicos. Con este 

propósito, al adoptar las decisiones de su competencia, deberán tener en cuenta 
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las sentencias de unificación jurisprudencial del Consejo de Estado en las que se 

interpreten y apliquen dichas normas”. 

 

La sentencia que declaró la exequibilidad de la norma fue la C-634/2011, bajo el 

entendido que las autoridades tendrán en cuenta, junto con las sentencias de 

unificación jurisprudencial proferidas por el Consejo de Estado y de manera 

preferente, las decisiones de la Corte Constitucional que interpreten las normas 

constitucionales aplicables a la resolución de los asuntos de su competencia. Sin 

perjuicio del carácter obligatorio erga omnes de las sentencias que efectúan el 

control abstracto de constitucionalidad. 

En la sentencia citada, la Corte respecto del mencionado artículo 10, puntualiza: 

 El reconocimiento de la jurisprudencia como fuente formal de derecho, 

 opción adoptada por el legislador (…), se funda en una postura teórica del 

 Derecho que parte de considerar que los textos normativos, bien sea 

 constitucionales, legales o reglamentarios, carecen de un único sentido, 

 obvio o evidente, sino que solo dan lugar a reglas o disposiciones 

 normativas, estas sí dotadas de significado concreto, previo un proceso de 

 interpretación del precepto.  Esta interpretación, cuando es realizada por 

 autoridades investidas de facultades constitucionales de unificación de 

 jurisprudencia, como sucede con las altas cortes de justicia, adquiere 

 carácter vinculante. (Corte Constitucional, C-634/2011, p.28) (Cursiva fuera 

 de texto) 

 

Para el Dr. Danilo Rojas Betancourth, esta norma supone: 

 Una especie de redundancia necesaria y un intento adicional para fortalecer 

 la tesis de que hay que tomarse en serio la jurisprudencia, pues no hacerlo 

 tiene costos que van desde problemas prácticos como la congestión 

 administrativa y judicial –aumento de litigiosidad- hasta cuestiones de 

 principio como la garantía y protección de los derechos de las personas y el 

 debilitamiento del Estado de derecho. (Rojas, 2012, p.93) 
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SENTENCIAS DE UNIFICACIÓN JURISPRUDENCIAL 

 

 En relación con las sentencias de unificación jurisprudencial dispuestas en 

la nueva normatividad, inicialmente es necesario conocer cuál es su finalidad, la 

razón de ser de las mismas.  

 Si bien la Ley 1437 de 2011 no contiene una definición de sentencia de 

 unificación jurisprudencial, puede afirmarse que es aquélla que tiene por 

 finalidad garantizar la aplicación de la Constitución, la Ley y el reglamento, 

 de manera uniforme a situaciones que tengan los mismos supuestos 

 fácticos y jurídicos.(Alvarado,2012,p.213) 

Atendiendo específicamente las sentencias de unificación jurisprudencial de la 

Corte Constitucional, podemos afirmar que su gran peso deriva del hecho de ser 

éstas emitidas por la sala plena de la Corte. Así pues, la Corte Constitucional (T-

068 de 2000) alude a la finalidad de los fallos de unificación de la sala plena, así: 

 (…) buscan eliminar posibles contradicciones o incoherencias en la 

 jurisprudencia constitucional. El valor de las pautas allí fijadas es de gran 

 magnitud, pues define el rumbo doctrinal de la propia Corporación sobre los 

 asuntos controvertidos, obliga a sus salas de revisión y se extiende 

 necesariamente a los jueces en eventos futuros en los que se debatan los 

 puntos dilucidados en la correspondiente sentencia. (p.12) (Cursiva fuera de 

 texto) 

 

Ahora bien, la ley 1437 de 2011 en los artículos 270 y 271, señala cuales son las 

sentencias de unificación jurisprudencial del Consejo de Estado, cuyos efectos 

pueden ser extendidos a terceros, así: 

 Las que profiera o haya proferido el Consejo de Estado por importancia 

jurídica o trascendencia económica o social o por necesidad de unificar la 

jurisprudencia. 

 Las proferidas al decidir los recursos extraordinarios. 

 Las relativas al mecanismo eventual de revisión previsto en el artículo 36 A 

de la Ley 270 de 1996. 
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Por razones de importancia jurídica o trascendencia económica o social o por 

necesidad de sentar jurisprudencia, el Consejo de Estado podrá asumir 

conocimiento de los asuntos pendientes de fallo, de oficio o a solicitud de parte, o 

por remisión de las secciones o subsecciones o de los tribunales. El artículo 271 

del C.P.A.C.A. establece que en estos casos, las sentencias de unificación 

jurisprudencial del Consejo de Estado las puede proferir: 

 La Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Sobre los asuntos que 

provengan de las secciones. Esta competencia será asumida a petición de 

parte o a solicitud del Ministerio Público o de oficio cuando así lo decida la 

Sala Plena. (Art. 111 Num.3) 

 Las secciones de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de 

Estado en relación con los asuntos que provengan de las subsecciones de 

la corporación o de los tribunales, según el caso. 

 

No hay que perder de vista que de acuerdo con el estudio jurisprudencial realizado 

en la parte primera de este trabajo, no solo las sentencias de unificación de la 

Corte Constitucional o del Consejo de Estado constituyen precedente judicial. Por 

ejemplo, respecto de la jurisprudencia constitucional, al analizar la sentencia T-

068/00 de la Corte Constitucional, López (2006) así, lo menciona:  (…)aunque las 

sentencias de unificación tienen el valor ampliado en consideración a que se 

emiten por parte de la Sala Plena, el valor del precedente se aplica a toda 

sentencia de la Corte Constitucional. Bien sea tipo “C”, tipo “T” o tipo “SU”. (p.70). 

 

Algunos autores que consideran el valor de la jurisprudencia como fuente, 

perciben en los artículos 10, 102, 269, 270 y 271- “una revalorización de la 

jurisprudencia”, “un práctico sistema de reglas que convierte a la jurisprudencia en 

guía segura para que el Estado dé a los ciudadanos un trato más igualitario y 

justo”, el que “tiene como eje una especial categoría de sentencia, la Sentencia de 

Unificación Jurisprudencial”, con lo que se “construye una visión innovadora de la 

jurisprudencia como fuente de Derecho, dirigida a orientar tanto la actividad de las 
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autoridades administrativas como la de los propios jueces” (Hernández, 2011,p. 

235-236). 

Visto lo concerniente al concepto y finalidad de las sentencias de unificación 

jurisprudencial, podemos avanzar en el análisis del artículo 102 el cual está 

íntimamente relacionado con el artículo 10, anteriormente expuesto. 

 

SOLICITUD DE EXTENSIÓN DE JURISPRUDENCIA POR PARTE DE LAS 

AUTORIDADES 

 

 A su vez, el artículo 102 del C.P.A.C.A., bajo el mismo espíritu del artículo 

10, establece el deber de las autoridades en la extensión de la jurisprudencia, pero  

esta norma a diferencia del artículo 10, no se trata solamente de un deber oficioso 

por parte de la administración, sino que esencialmente opera en virtud de una 

petición especial del ciudadano interesado: 

 

Artículo 102. Inciso 1. “Las autoridades deberán extender los efectos de una 

sentencia de unificación jurisprudencial dictada por el Consejo de Estado, en la 

que se haya reconocido un derecho, a quienes lo soliciten y acrediten los mismos 

supuestos fácticos y jurídicos”. 

 

El mencionado inciso fue declarado exequible por la Corte Constitucional mediante 

Sentencia C-816 de 2011, bajo el entendido que las autoridades, al extender los 

efectos de las sentencias de unificación jurisprudencial dictadas por el Consejo de 

Estado e interpretar las normas constitucionales base de sus decisiones, deben 

observar con preferencia los precedentes de la Corte Constitucional que 

interpreten las normas constitucionales aplicables a la resolución de los asuntos 

de su competencia. 

 

Algunos autores, consideran que esta figura se trata de uno de los nuevos 

paradigmas que:  
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 Coadyuvan a la superación de barreras que impiden a los ciudadanos 

 acceder de manera oportuna y eficiente a la administración pública, de una 

 parte, y estimulan una mejor actuación por parte de las entidades respecto 

 al reconocimiento de derechos y garantías, lo cual ha de verse reflejado en 

 la demanda de justicia contencioso administrativa” (Torres, 2011, p. 491). 

 

Refiriéndose precisamente al precedente judicial en materia administrativa, la 

Corte Constitucional (C-539/2011), expuso:“(…) constituye un mecanismo legítimo 

desde la perspectiva constitucional, para agilizar la actuación de la administración 

y evitar que se generen sobrecostos adicionales por las indexaciones y los 

intereses moratorios que implican las condenas judiciales” (p.55). (Cursiva fuera 

de texto) 

 

Procedimiento para la extensión de la jurisprudencia del Consejo de Estado 

a terceros. 

 

 Sin embargo, en caso que la autoridad administrativa niegue la solicitud de 

extender los efectos de una sentencia de unificación jurisprudencial de la Corte 

Constitucional o del Consejo de Estado o guarde silencio sobre ella, el solicitante 

afectado  con la decisión podrá acudir dentro de los treinta (30) días siguientes 

ante el Consejo de Estado, para hacer uso del procedimiento consagrado en el 

artículo 269, llamado: “Procedimiento para la extensión de la jurisprudencia del 

Consejo de Estado a terceros”, en aras de pretender a su favor la extensión de la 

misma y el reconocimiento del Derecho,  pero ahora por parte del máximo órgano 

de lo contencioso administrativo. En este caso, entonces vemos que la extensión 

de la jurisprudencia se realizara por orden judicial y por parte del Consejo de 

Estado. A diferencia de la solicitud de extensión de jurisprudencia que trata el 

artículo 102, la cual es en virtud de una petición especial y es resuelta por la 

administración. Precisamente, Álvarez (2011) considera la existencia de los 

artículos 10 y 102 (del título I) y el 269 (del título II), como un “nexo entre lo 

administrativo y lo contencioso” (p.35). 
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Como se puede apreciar prima facie, al analizar tanto el artículo 10 y 102 del 

C.P.A.C.A., afirmamos que éstos son eminentemente administrativos, así como la 

figura allí creada: “Solicitud de extensión de jurisprudencia” y en segundo lugar, 

que expresamente dichas normas imponen la obligación, esto es el deber de 

aplicar el precedente judicial en casos análogos por parte de las autoridades que 

adelantan actuaciones administrativas, mas no a los jueces. 

 

Concepto Autoridades 

 

 Atendiendo el concepto de Autoridades, el artículo 2º C.P.A.C.A, específica 

para el ámbito de dicha ley, son todos los organismos y entidades que conforman 

las ramas del poder público en sus distintos órdenes, sectores y niveles, a los 

órganos autónomos e independientes del Estado y a los particulares, cuando 

cumplan funciones administrativas. 

 

Fuerza Vinculante Del Precedente Judicial Para Las Autoridades 

Administrativas 

 

 De otro lado, la Corte (C-539/2011), precisa la fuerza vinculante del 

precedente judicial para las autoridades administrativas, de la siguiente manera: 

 

“Todas las autoridades públicas, de carácter administrativo o judicial, de cualquier 

orden, nacional, regional o local, se encuentran sometidas a la Constitución y a la 

ley, y que como parte de esa sujeción, las autoridades administrativas se 

encuentran obligadas a acatar el precedente judicial dictado por las Altas Cortes 

de la jurisdicción ordinaria, contencioso administrativa y constitucional” (p.25). 

 

Y además a partir de sus argumentos ofrece entre otras, las siguientes reglas 

conclusivas sobre el tema: 
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 El entendimiento del concepto “imperio de la ley”, debe comprenderse como 

referido a la aplicación del conjunto de normas constitucionales y legales, 

incluyendo la interpretación jurisprudencial de los máximos órganos 

judiciales. 

 Todas las autoridades administrativas se encuentran obligadas a interpretar 

y aplicar las normas a los casos concretos de conformidad con la 

Constitución y la ley. 

 Este mandato constitucional reseñado implica que las autoridades 

administrativas deben aplicar las normas legales en acatamiento del 

precedente judicial de las altas cortes o los fundamentos jurídicos aplicados 

en casos análogos o similares, aplicación que en todo caso debe realizarse 

en consonancia con la Constitución, norma de normas. 

 El respeto del precedente judicial por parte de las autoridades 

administrativas se fundamenta en:  

 El respeto del debido proceso y del principio de legalidad en materia 

administrativa;  

 En el hecho que el contenido y alcance normativo de la Constitución y la 

ley es fijado válida y legítimamente por las altas cortes, cuyas decisiones 

hacen tránsito a cosa juzgada y tienen fuerza vinculante;  

 En que las decisiones de las autoridades administrativas no pueden ser 

arbitrarias y deben fundamentarse de manera objetiva y razonable;  

 En que el desconocimiento del precedente y con ello del principio de 

legalidad, implica la responsabilidad de los servidores públicos;  

 En respetar la igualdad de todos ante la ley. 

 

 En caso de concurrencia de una interpretación judicial vinculante, las 

autoridades administrativas deben aplicar al caso en concreto similar o análogo 

dicha interpretación; ya que para estas autoridades no es aplicable el principio 

de autonomía o independencia, válido para los jueces. (subrayado fuera de 

texto) 
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  Inclusive en aquellos asuntos o materias que eventualmente no hayan sido 

interpretados y definidos previamente por la jurisprudencia, o respecto de los 

cuales existan criterios jurisprudenciales disímiles, las autoridades 

administrativas no gozan de un margen de apreciación absoluto, por cuanto se 

encuentran obligados a interpretar y aplicar las normas al caso en concreto de 

manera acorde y ajustada a la Constitución y a la ley, y ello de conformidad 

con el precedente judicial existente de las altas cortes. (subrayado fuera de 

texto) 

Del mismo modo, si se está ante la presencia de diversos criterios 

jurisprudenciales existentes sobre una misma materia, las autoridades públicas 

administrativas están llamadas a evidenciar los diferentes criterios 

jurisprudenciales existentes para fundamentar la mejor aplicación de los mismos, 

desde el punto de vista del ordenamiento jurídico en su totalidad, y optar por la 

decisión que de mejor manera interprete el imperio de la Constitución y de la ley, 

para el caso en concreto. 

 Los fallos de la Corte Constitucional, tanto en ejercicio del control concreto 

como abstracto de constitucionalidad, hacen tránsito a cosa juzgada y tienen 

fuerza vinculante, tanto en su parte resolutiva (erga ommes en el caso de los 

fallos de control de constitucionalidad de leyes, e inter partes para los fallos de 

revisión de tutela) y, en ambos casos, las consideraciones de la ratio 

decidendi, tienen fuerza vinculante para todas las autoridades públicas.  

 

 El desconocimiento del precedente judicial de las altas cortes por parte de las 

autoridades administrativas, especialmente de la jurisprudencia constitucional, 

implica la afectación de derechos fundamentales, y por tanto una vulneración 

directa de la Constitución o de la ley, de manera que puede dar lugar a : 

 

 Responsabilidad penal, administrativa o disciplinaria por parte de las 

autoridades administrativas.  

 La interposición de acciones judiciales, entre ellas de la acción de tutela, 
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contra actuaciones administrativas o providencias judiciales. 

Bajo la misma línea la Corte en sentencia C -634-2011, la cual analizó la 

exequibilidad del artículo 10 de la ley 1437 de 2011, ratifica lo sentado por la 

sentencia C-539/2011, precisando frente al tema que: 

 

 El legislador ha optado por vincular a las autoridades administrativas a las 

decisiones de unificación del Consejo de Estado, con el fin de evitar que 

ante la identidad de presupuestos fácticos y jurídicos, las personas deban 

acudir a la jurisdicción para obtener el reconocimiento de derechos que en 

sede judicial ya han sido aceptados.  Para ello, impone un deber general de 

observancia de las decisiones de unificación por parte de las autoridades 

administrativas  

 Las autoridades administrativas carecen del grado de autonomía que sí 

tienen las autoridades judiciales, lo cual hace que para aquellos el 

acatamiento del precedente jurisprudencial sea estricto, sin que resulte 

admisible la opción de apartarse del mismo. Lo que hace que el precedente 

resulte imperativo para la administración.  

 

No obstante el último punto, la norma prevé la posibilidad de que la autoridad 

administrativa se oponga a la solicitud de extensión de la jurisprudencia de 

unificación del Consejo de Estado (Art.102), Cuando: 

 Exista una disimilitud entre la situación jurídica del peticionario y la resuelta 

en la sentencia de unificación. 

 Por necesidad de período probatorio para adoptar una decisión. 

 Cuando las normas a aplicar no deben interpretarse en la forma indicada 

en la sentencia de unificación. 

 

Podemos puntualizar entonces, que a diferencia de la estricta y rígida obligación 

que a la luz del C.P.A.C.A., tienen las autoridades administrativas de acatar el 

precedente judicial en casos análogos, para las autoridades judiciales no existe 
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norma en dicha Ley, que expresamente les señale la obligatoriedad de su 

acatamiento. Aun cuando sabemos que los jueces y demás autoridades judiciales 

están vinculados al precedente judicial emitido por las Altas Cortes.  

 

Fuerza Vinculante Del Precedente Judicial Para Las Autoridades Judiciales, 

A La Luz Del C.P.A.C.A. 

 

 Empero, al revisar la normativa, encontramos que se introduce un nuevo 

recurso dentro del proceso contencioso, el cual agudamente impone a las 

autoridades judiciales el deber de atender el precedente judicial en sus sentencias. 

Ello es, a través de una nueva figura o mecanismo judicial denominado recurso 

extraordinario de unificación jurisprudencial. Cuya finalidad según lo señalado en 

el artículo 256, es el siguiente: 

 

“Asegurar la unidad de la interpretación del derecho, su aplicación uniforme y 

garantizar los derechos de las partes y de los terceros que resulten perjudicados 

con la providencia recurrida y, cuando fuere del caso, reparar los agravios 

inferidos a tales sujetos procesales” 

 

Y su causa será cuando la sentencia impugnada contraríe o se oponga a una 

sentencia de unificación del Consejo de Estado. (Art.258 C.P.A.C.A). 

Igualmente, la norma establece que para que proceda el recurso debe tratarse de 

sentencias dictadas en única y segunda instancia por los tribunales administrativos 

y el mismo artículo 257, determina que sentencias de contenido patrimonial o 

económico, son procedentes en razón a su cuantía.  

El recurso de unificación de jurisprudencia no procede para los asuntos previstos 

en los artículos 86, 87 y 88 de la Constitución Política, esto es, para  acción de 

tutela,  acción de cumplimiento y las acciones populares y de grupo. 
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Así las cosas, podríamos decir que por la finalidad que el legislador dio a este 

nuevo recurso, se trata de un verdadero precedente judicial frente a los tribunales 

administrativos. 

Respecto de este nuevo recurso extraordinario, Alvarado (2012) afirma: “busca el 

legislador la implementación del régimen y de prácticas de precedente, en 

contraposición a un sistema libre de jurisprudencia meramente indicativa” (p.212). 

 

Por tanto, en virtud de lo dispuesto para este recurso, podemos deducir que las 

autoridades judiciales en el curso del proceso contencioso administrativo si están 

obligadas a respetar el precedente judicial, so pena que quien fuere perjudicado 

con la decisión judicial recurra ante el Consejo de Estado para interponer el 

recurso extraordinario referido. Sin olvidar, que lo que vincula a la autoridad 

judicial es la ratio decidendi expuesta en las sentencias judiciales. 

 (…) lo imperativo para la administración, en la estructuración de toda 

 decisión creadora de situaciones jurídicas subjetivas, no es en su integridad 

 la providencia judicial o la sentencia en sí misma, sino simplemente su ratio 

 decidendi, esto es lo que verdaderamente configura un antecedente 

 vinculante de la misma o precedente propiamente dicho. (Santofimio, 2011, 

 p. 64) 

 

El Precedente judicial Vinculante y la Autonomía Judicial. 

 

 Pese a ello, la obligación que tienen las autoridades judiciales de acatar el 

precedente no es absoluta, posee ciertas particularidades, en garantía del 

principio de autonomía judicial e independencia del cual gozan estas autoridades, 

a diferencia de las administrativas (art. 228 C.N). Por lo que se considera que, “en 

Colombia existe un sistema relativo de jurisprudencia y no absoluto, dado que los 

precedentes judiciales son vinculantes, pero no obligan de manera omnímoda 

(como sería el caso en un sistema absoluto), sino de manera relativa” 

(Lopez,2006, p. 92). La primera idea fundamental es que un precedente ya 

adoptado tiene peso jurídico especifico, esto es, cuenta como argumento (aunque 
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no decisivo) para decidir en el mismo sentido y con los mismos argumentos el 

nuevo caso análogo que se le presenta al juez. (Ib, p.84) 

 

Así entonces, en este sistema relativo de jurisprudencia, a las autoridades 

judiciales entonces se les ha permitido legítimamente la opción de apartarse de 

una interpretación judicial vinculante impuesto por las Altas Cortes en ciertos 

casos excepcionales y razonablemente justificados, en aras salvaguardar su 

actividad creadora de derecho, lo cual es necesario y valioso que se siga 

conservando. 

La Corte Constitucional resalta la autonomía judicial e independencia como: 

 Garantías institucionales del poder judicial, que se legitiman 

 constitucionalmente en tanto que son necesarias para realizar los fines que 

 la Carta les asigna (…) Esta función creadora del juez (…) supone un grado 

 de abstracción o de concreción respecto de normas particulares, para darle 

 integridad al conjunto del ordenamiento jurídico y atribuirle al texto de la ley 

 un significado concreto, coherente y útil, permitiendo encausar este 

 ordenamiento hacia la realización de los fines constitucionales. Por tal 

 motivo, la labor del juez no pueda reducirse a una simple atribución 

 mecánica de los postulados generales, impersonales y abstractos 

 consagrados en la ley a casos concretos, pues se estarían desconociendo 

 la complejidad y la singularidad de la realidad social, la cual no puede ser 

 abarcada por completo dentro del ordenamiento positivo. (Corte 

 Constitucional, C-836/2001, p.22-24)  

 

Por tanto, en virtud de esa autonomía, el juez inferior podrá apartarse del 

precedente de su superior (en sentido vertical, esto es, los precedentes sentados 

por las Altas Cortes) siempre y cuando exponen los motivos suficientes y 

razonables para ello. Cumpliendo con las siguientes exigencias, según Lo ha 

señalado la jurisprudencia (Sentencias T: 698/2004, C: 836/2001, T: 688/2003): 

1. Debe anunciar que existe un precedente o doctrina vigente, el cual será 

cambiado en su fallo. Igualmente debe resumir su esencia y razón de ser. “Esta 
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carga exige, además que se citen las sentencias hito en las que se anuncia dicha 

doctrina y que se haga una reconstrucción caritativa y poderosa de las razones 

que llevaron a su adopción” (López, 2006, p. 92) 

2. Exponer las razones debidamente fundadas para justificar su decisión de 

apartarse voluntariamente del precedente. Es decir tiene que mostrar con claridad 

por qué la nueva posición jurisprudencial es superior jurídica y moralmente a la 

anteriormente adoptada, con lo que se prohíbe el cambio jurisprudencial 

discrecional. (Ib, p.85) 

Estas razones, según la doctrina constitucional, entre otras pueden ser: 

 Que las razones de la sentencia anterior no se aplica al caso concreto, por 

existir elementos nuevos que hacen necesaria la distinción;  

 Que la Corte Suprema no haya valorado elementos normativos relevantes, 

que alteren en consecuencia, la admisibilidad del precedente, para el 

nuevo caso;   

  Que desarrollos dogmáticos posteriores al pronunciamiento del operador, 

lleven a la convicción de que es posible adoptar una postura que responda 

mejor a la institución jurídica en sí misma considerada;  

 Que la Corte Constitucional o la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos se hayan pronunciado de manera contraria a la interpretación del 

la  Corte Suprema de Justicia o, finalmente,  

  Que sobrevengan cambios normativos que hagan incompatible el 

precedente con el nuevo ordenamiento jurídico. (Corte Constitucional, T: 

698/2004, p. 21.) 

La misma sentencia 698/2004, señala que en el caso del precedente horizontal, es 

decir aquel determinado por un mismo cuerpo colegiado o por una misma 

autoridad judicial de igual jerarquía, se concluye que tanto los jueces, como los 

magistrados pueden apartarse sabiamente del precedente de otra sala o de un 

pronunciamiento establecido por sí mismos, siempre y cuando se expongan 

argumentos razonables para ello. 
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Y respecto del precedente horizontal y el caso específico de los tribunales y de la 

relación entre sus Salas (cuestión que nos ocupa principalmente en el presente 

análisis, por cuanto el recurso extraordinario de unificación de jurisprudencia 

solamente procede para las sentencias de única y segunda instancia proferidas 

por los tribunales administrativos), señaló que las diferentes salas de los tribunales 

están sometidas entre sí a sus precedentes. Y concluye en decir que de manera 

general, para efectos de separarse del precedente horizontal o vertical, son 

necesarios entonces, dos elementos básicos: i) referirse al precedente anterior y ii) 

ofrecer un argumento suficiente para el abandono o cambio si en un caso se 

pretende fallar en un sentido contrario al anterior en situaciones fácticas similares, 

a fin de conjurar la arbitrariedad y asegurar el respeto al principio de igualdad. En 

este sentido, no debe entenderse que el deber del juez es simplemente el de 

ofrecer argumentos contrarios al precedente, sino que es su deber probar con 

argumentos por qué en un caso concreto el precedente puede ser aplicable y en 

otros no. 

Con las anteriores exigencias lo que se busca es garantizar el principio de 

igualdad en la aplicación de la Ley. Teniendo en cuenta, además que la autonomía 

judicial no es del todo absoluta, pues de ningún modo, bajo dicha opción pueden 

desconocer el precedente, ante la identidad de supuestos jurídicos y fácticos 

relevantes.  

“Lo que se persigue es una armonización constitucional entre el principio de 

autonomía judicial con el principio de igualdad, sin desvirtuar la independencia de 

los jueces y sin vulnerar los derechos de los asociados” (Corte Constitucional, 

T.698/2004, p.18). 

¿Qué acciones judiciales se configurarían en caso que la autoridad judicial 

se aparte del precedente sin justificación alguna o sin el cumplimiento de los 

requisitos anteriormente señalados? 

 

 En aras de garantizar la efectividad de los derechos y principios 

constitucionales como lo son: la seguridad jurídica relacionada con la buena fe, a 
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partir del principio de confianza legítima; Los derechos a la igualdad, al debido 

proceso y de acceso a la administración de justicia que implica la garantía de 

confianza legítima en la actividad del Estado como administrador de justicia. El 

desconocimiento del precedente judicial por parte de la autoridad administrativa o 

judicial, da lugar a la interposición de acciones judiciales, tales como las 

siguientes: 

 

 La acción de tutela contra providencias judiciales, al configurarse dicho 

desconocimiento como una vía de hecho judicial por violación de derechos 

fundamentales como la igualdad, el debido proceso. 

En sentencias SU-1122 de 2001 y C-539 de 2011. La jurisprudencia 

constitucional ha reiterado que el desconocimiento por parte de 

funcionarios administrativos del precedente judicial, especialmente de 

orden constitucional, termina afectando derechos fundamentales de los 

destinatarios de las normas, de manera que en estos casos, la Corte podrá 

conocer estos casos por vía de tutela, cuando (i) la interpretación realizada 

por el funcionario administrativo es abiertamente irrazonable o arbitraria, (ii) 

el funcionario ha desconocido la jurisprudencia de la Corte Constitucional 

tanto en sede de control abstracto como en sede de control concreto de 

constitucionalidad, y (iii) existe una interpretación de la Corte ajustada a la 

Constitución contraria a la aplicada por el operador administrativo. 

 

Y respecto de la acción de tutela por desconocimiento del precedente 

judicial por parte de autoridades Judiciales, en sentencia T-698 de 2004, se 

precisó : La acción de tutela procede cuando los jueces en sus 

providencias se apartan arbitrariamente de los precedentes sentados por 

las Altas Cortes (precedente vertical) o sus propias decisiones (precedente 

horizontal), y que cuando se apartan del precedente horizontal o vertical 

deben ofrecer un argumento suficiente que justifique el cambio, asegure la 

igualdad y conjure la arbitrariedad. 
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 Acciones administrativas o disciplinarias. El artículo 6º C.N. dispone que 

los servidores públicos serán responsables no solo por infringir la 

Constitución y las leyes sino también por la omisión o extralimitación en el 

ejercicio de sus funciones. En concordancia con el artículo 90 C.N.  De 

igual forma, La Corte (C. 539/2011) aclara, que: 

 La remisión a la Constitución y a la ley o al “imperio de la ley”, de 

 conformidad con la interpretación que esta Corporación ha hecho de 

 éstas incluye también la legítima interpretación judicial del contenido 

 y alcance de las mismas que realizan los máximos tribunales 

 encargados por la propia Constitución de llevar a cabo esa 

 tarea.(p.26) 

Tal responsabilidad se entiende con el fin de garantizar por parte de los 

servidores públicos el debido proceso y el principio de legalidad. 

 

 Acción penal por el presunto delito de prevaricato. 

En relación con el delito de prevaricato por el desconocimiento de precedente 

judicial. La sentencia C-539 de 2011, nos refiere que el fallo de la Corte 

Constitucional C-335/08 analizó el tipo penal de conformidad con la jurisprudencia 

de la Corte Suprema de Justicia al respecto, e interpreta el concepto de Ley. En lo 

relevante para este estudio, (Ib, p.49) concluyó que: 

  (…) la expresión “ley”, contenida en el artículo 413 del Código Penal, no 

 debe entenderse solo como ley en sentido formal, esto es, como “acto 

 normativo expedido por el Congreso de la República” sino, en armonía con 

 la Constitución, como “norma jurídica aplicable al caso concreto”, lo cual 

 incluye la Constitución, la ley en sentido formal, las normas que integran el 

 bloque de constitucionalidad o la jurisprudencia constitucional. 

 

Por lo que, a partir de una interpretación armónica de los artículos 

constitucionales, la Corte (C-335/08) determinó: 
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 Todos los servidores públicos, incluidos (…) los jueces y los particulares 

 que ejercen funciones públicas, pueden incurrir en el ilícito de prevaricato 

 por acción, a causa de la emisión de una providencia, resolución, dictamen 

 o concepto manifiestamente contrario a los preceptos constitucionales, la 

 ley o un acto administrativo de carácter general. (p.37) 

  

Aclarando en la misma sentencia que en algunos casos se incurre en este delito 

no por desconocer la jurisprudencia sentada por una alta Corte, la cual constituye 

una fuente autónoma de derecho, sino porque el apartarse de ella implica una 

vulneración directa de las normas constitucionales o legales o de un acto 

administrativo de carácter general. 

 

Además, atendiendo la finalidad del nuevo recurso instituido por la normativa 

contenciosa administrativa, se considera que si particularmente las autoridades 

judiciales (Tribunales) en sus sentencias de única y segunda instancia deciden 

desconocer un determinado precedente judicial (sentencia de unificación del 

Consejo de Estado), sin cumplir con las exigencias requeridas para ello,  

podríamos recurrir ante el Consejo de Estado, mediante el recurso extraordinario 

de unificación jurisprudencial, pretendiendo la extensión de la sentencia de 

unificación y el reconocimiento del Derecho. En caso de que prospere el recurso, 

total o parcialmente, la sala anulará, en lo pertinente, la providencia recurrida y 

dictará la que deba reemplazarla o adoptará las decisiones que correspondan. 

Para ello, es necesario tener en cuenta los artículos 256 al 268, que regulan  lo 

pertinente para dicho recurso. 

 

En síntesis, las sentencias de unificación jurisprudencial de la Corte Constitucional 

y del Consejo de Estado mencionadas en la Ley 1437 de 2011, resultan 

obligatorias, esto es vinculantes para las autoridades judiciales, pero no en forma 

absoluta o en el mismo grado que lo son para las administrativas, sino relativa 

considerando que en virtud del principio constitucional de autonomía judicial, 

aquellas tienen la opción de apartarse del precedente en ciertos eventos 
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concretos, lo cual no puede ser de manera arbitraria sino que deben cumplir para 

ello con ciertos requisitos establecidos por la jurisprudencia, entre ellos, una carga 

argumentativa. Y en caso de desconocimiento del precedente o incumplimiento de 

los requisitos mencionados, implicaría la responsabilidad penal, administrativa o 

disciplinaria del servidor público. 

 

CONCLUSIONES 

 

El derecho Colombiano, tradicionalmente ha sido un derecho legislado, y solo en 

virtud del avance jurisprudencial en cabeza de la Corte Constitucional 

principalmente, se logró adoptar la doctrina del precedente judicial, reconociendo a 

la jurisprudencia como fuente del Derecho. 

 

Existe la tesis en la cual, el precedente judicial respecto de la jurisprudencia 

constitucional vincula inmediatamente, sin requisito de reiteración. Pero en 

relación con el resto de  jurisprudencia (ej. civil, penal, administrativa, laboral) el 

precedente es vinculante luego de tres (3) decisiones uniformes sobre el mismo 

punto de derecho, según lo dispuesto en el artículo 4 de la ley 169 de 1896. No 

obstante, gracias a lo regulado por la ley 1437 de 2011, en razón al recurso 

extraordinario de unificación de jurisprudencia, se concluye que en materia 

administrativa el precedente judicial también sería vinculante de forma inmediata, 

sin necesidad de reiteración (de las 3 providencias). 

 

Los fallos de la Corte Constitucional, tanto en ejercicio del control concreto como 

abstracto de constitucionalidad, hacen tránsito a cosa juzgada y tienen fuerza 

vinculante, tanto en su parte resolutiva (erga ommes en el caso de los fallos de 

control de constitucionalidad de leyes, e inter partes para los fallos de revisión de 

tutela) y, en ambos casos, las consideraciones de la ratio decidendi, tienen fuerza 

vinculante para todas las autoridades públicas.  
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El desconocimiento del precedente judicial de las altas cortes por parte de las 

autoridades administrativas, especialmente de la jurisprudencia constitucional, por 

ser la constitución misma, implica la afectación de derechos fundamentales, y por 

tanto una vulneración directa de la Constitución o de la ley. 

 

En Colombia existe un sistema relativo pero vinculante de jurisprudencia. Toda 

vez que al ser vinculante, ello no es absoluto, por cuanto merced de la autonomía 

judicial, el juez en ciertos eventos puede apartarse del precedente, lo cual es 

limitado y tampoco es absoluto o libre como se había concebido la doctrina 

probable. 

 

Las autoridades administrativas carecen del grado de autonomía que sí tienen las 

autoridades judiciales, lo cual hace que para aquellos el acatamiento del 

precedente jurisprudencial sea estricto, sin que resulte admisible la opción de 

apartarse del mismo. Lo que hace que el precedente resulte imperativo para la 

administración. 

 

Las sentencias de unificación jurisprudencial de la Corte Constitucional y del 

Consejo de Estado mencionadas en la Ley 1437 de 2011, resultan vinculantes 

para las autoridades judiciales, pero no en forma absoluta o en el mismo grado 

que lo son para las administrativas, considerando que en virtud del principio 

constitucional de autonomía judicial, aquellas tienen la opción de apartarse del 

precedente en ciertos eventos concretos, lo cual no puede ser de manera 

arbitraria pues deben cumplir con ciertos requisitos establecidos por la 

jurisprudencia para ello, entre ellos, argumentar suficientemente su decisión. Y en 

caso de desconocimiento del precedente o incumplimiento de los requisitos 

mencionados, implicaría la responsabilidad penal, administrativa o disciplinaria del 

servidor público. 

 

Igualmente en caso de desconocimiento del precedente judicial por parte de la 

autoridad judicial (Tribunales administrativos), se puede acudir ante el consejo de 
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Estado a través del recurso extraordinario de unificación jurisprudencial, con el fin 

de pretender la unificación y extensión de una sentencia de unificación del 

Consejo de Estado.  

 

La extensión de la jurisprudencia debe ser aplicada por la administración a través 

de la vía oficiosa (art. 10), con ocasión de una petición especial (art. 102) o por 

orden judicial (art. 269). 

 

De una indebida aplicación del precedente judicial por parte de las autoridades 

administrativas y judiciales, resultaría agravada la congestión que ya desde mucho 

tiempo atrás sufre el Consejo de Estado. Particularmente en virtud del 

procedimiento de extensión de jurisprudencia y del recurso extraordinario de 

unificación jurisprudencial. 

 

Con un sistema de precedente judicial fuerte se puede avanzar en una 

administración pública eficiente y hacia una política de descongestión judicial. 
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